

SENTENCIA NÚMERO: CIENTO TREINTA Y TRES.
En la ciudad de Córdoba, a un día del mes de diciembre de dos mil ocho, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y María Esther Cafure de Battistelli, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: “ROTHLISBERGER, RAÚL JESÚS C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN” (Expte. Letra “R”, N° 01, iniciado el catorce de febrero de dos mil siete) con motivo del recurso de apelación interpuesto por la demandada (fs. 80).-------------

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?-----------------

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?-------------


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y María Esther Cafure de Battistelli.------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:----------------------------------------


1.- A fs. 80 la demandada interpone recurso de apelación en contra de la Sentencia Número Doscientos siete, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el trece de diciembre de dos mil seis          (fs. 62/78vta.) que resolvió: “1.- Hacer lugar a la demanda contenciosoadministrativa de plena jurisdicción interpuesta por Raúl Jesús Rothlisberger en contra de la Provincia de Córdoba y, en consecuencia, anular las resoluciones: de fecha 4/6/02 y nº 1/02 ambas emanadas del Jefe del Departamento Asesoramiento Letrado y Técnico de la Policía de la Provincia; nº 28.170/02 emanada del Sr. Jefe de la Policía de la Provincia y nº 302/03 emandada del Sr. Ministro de Seguridad, debiendo dejarse constancia en el legajo del actor. 2.- Imponer las costas a la demandada, difiriéndose la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para cuando exista base económica al efecto. ...”.--------------------------------------------------------------------


Concedido mediante Auto Número Quinientos setenta y nueve del veintinueve de diciembre de dos mil seis (fs. 81 y vta.), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 83), corriéndose traslado a la apelante (fs. 85), quien lo evacua a      fs. 86/89, solicitando se revoque la sentencia y, en consecuencia, se rechace la demanda en todas sus partes, con costas.-------------------------------------------------


Como primer agravio, plantea que al actor se le aplicó una sanción por las expresiones utilizadas ya que sin fundamento y liviandad, atribuyó a la Máxima Autoridad Policial, la comisión de una conducta ilegítima y abusiva. Aduce que discutir una orden implica una falta de respeto y desobediencia a la superioridad, afectando la buena marcha o unidad del servicio público, lo que constituye una falta disciplinaria y determina la aplicación del correctivo del caso.-----------------

Entiende que la Juzgadora debió valorar el contenido de las manifestaciones cuestionadas e indicar la razón o motivo por el cual consideró que las mismas no resultaban ofensivas o que no tuvieron entidad para configurar una ofensa al superior jerárquico.---------------------------------------------------------

Puntualiza que se trata de un cuerpo de seguridad en el que el aspecto disciplinario exige mayor rigor que en el resto de las relaciones entre el Estado y sus agentes.-----------------------------------------------------------------------------------

Considera que no existió por parte de la Juzgadora una valoración suficiente de las constancias y pruebas rendidas en autos para condenarla, lo que torna la sentencia dictada en nula, debiendo ser revocada y rechazarse la demanda.--------------------------------------------------------------------------------------

Como segundo agravio, expone que el fallo puso el acento en que el acto sancionatorio analizado fue dictado mediante un trámite que careció de una imputación inicial que fuera conocida por el actor y de la cual pudiera defenderse, lo que fue manifestado por el mismo continuamente en Sede Administrativa.-------------------------------------------------------------------------------

Sostiene que la Sentenciante se equivoca y que su parte adoptó en la aplicación de la sanción, la modalidad que autoriza el artículo 47 del Decreto Número 3797/90, es decir, que fue reprimida la falta considerada como grave sin otra formalidad que la de notificar al sancionado, dejando constancia de ello y disponiendo lo necesario para su cumplimiento.----------------------------------------

Acota que la Ley 6702 dispone en el artículo 106 in fine en lo que hace al ejercicio de la potestad disciplinaria, que la reglamentación determinará el procedimiento asegurando la defensa del imputado.------------------------------------

Acusa que el Decreto Número 3727/90 resulta aplicable a todo el personal policial en situación de actividad o retiro, por faltas cometidas dentro o fuera del territorio de la Provincia, siendo su finalidad afirmar y mantener la disciplina (art. 2). Transcribe los artículos 5, 13, 30 y 47 del mismo.-----------------------------

Señala que en el presente caso, no era necesario instruir sumario previo, como surge del artículo 47 ib., concordante con el artículo 48 ib., ya que la misma reglamentación considera grave a la falta imputada al actor. Cita jurisprudencia.--------------------------------------------------------------------------------

Insiste que el agente fue sancionado en virtud de que la autoridad competente consideró que cometió una falta grave, de conformidad con el artículo 15 inciso 10 ib., al encontrarlo incurso en la realización de “Observaciones indebidas, manifestadas al superior”.--------------------------------

Continúa que ante tal apreciación, el Jefe de Policía dispuso la aplicación de la sanción de arresto, prevista en el artículo 15 ib., con la forma dispuesta por el artículo 47 ib., es decir, sin ningún otro tipo de formalidad que la de notificar al sancionado, dejando constancia de ello y disponiendo lo necesario para su cumplimiento, como surge de fs. 14 del Expediente Administrativo Número 0002-24858/02.-------------------------------------------------------------------------------

Advierte que se desatendió la particularidad de la causa y sus elementos determinantes para la admisión de la demanda y nulificación de la decisión administrativa. Considera que no existió por parte de la Juzgadora valoración suficiente de las constancias y pruebas rendidas en autos para condenarla, lo que torna la sentencia nula, debiendo ser revocada en esta instancia de apelación y rechazarse la demanda.---------------------------------------------------------------------

Apunta que la decisión recurrida adolece de un vicio que la invalida, al no dar respuesta a la violación de la normativa legal que expuso como fundante de su resistencia a hacer lugar a lo solicitado por el accionante. Postula que en oportunidad de contestar la demanda, al evacuar el informe del artículo 35 de la Ley del Fuero e incluso en el fallo que se recurre, se hizo mención a las disposiciones que habilita lo dispuesto por su parte.-----------------------------------

Manifiesta que el proceder del Estado no está motivado por buenas intenciones, pareceres aceptables, generosidad en el otorgamiento de beneficios, sino que debe respetar y hacer respetar las normas legales que reglan su conducta, legitiman su actuar y dan validez jurídica a sus actos.----------------------

Plantea que el imperativo constitucional que dimana de los artículos 14 y 19 de la Constitución Nacional le exige un obrar sublegal que no puede ser rebatido de manera exitosa por los simples dichos del actor. Expresa que el principio de legalidad que se proyecta en la normativa infraconstitucional, le impone el acatamiento a la ley al manifestar su voluntad a través de los actos administrativos.------------------------------------------------------------------------------


Finalmente mantiene la reserva del caso federal (art. 14 de la Ley 48).------


2.- A fs. 90 se corre traslado de los agravios expresados al actor, quien lo evacua a fs. 92/95, solicitando en definitiva, por las razones que allí manifiesta, el rechazo del recurso interpuesto, con costas.-------------------------------------------


3.- A fs. 96 se dicta el decreto de autos, el que firme y consentido                  (fs. 98), deja la causa en condiciones de ser resuelta.-----------------------------------


4.- En forma liminar, debo destacar que el recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, por parte legitimada, contra una sentencia definitiva, razón por la cual corresponde su tratamiento (arts. 43 del C.P.C.A. y 366 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).----------------------


5.- La sentencia de primera instancia contiene una adecuada relación de causa (art. 329 del C.P.C. y C.), que debe tenerse por reproducida en la presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración.--------------------------------------------


6.- Mediante el pronunciamiento recaído en autos, la Cámara a-quo hizo lugar a la demanda de plena jurisdicción incoada por el Oficial Principal Raúl Jesús Rothlisberger en contra del acto administrativo del Jefe de Departamento Asesoramiento Letrado y Técnico de la Policía de fecha cuatro de junio de dos mil dos (fs. 10) a través del cual se le notificó en los términos del artículo 47 del Decreto Número 3727/90 la sanción de arresto por cinco días que le fuera impuesta por haber incurrido en la falta prevista en el artículo 15 inciso 10 ib.      -observaciones indebidas, manifestadas al superior- y sus confirmatorias las Resoluciones Números 01/02 de la misma autoridad (cfr. fs. 13/14), 28.170/02 del Jefe de Policía (cfr. fs. 18 y vta.) y 302/03 del Ministro de Seguridad (cfr.              fs. 22 y vta.).----------------------------------------------------------------------------------


7.- A los fines de una mejor comprensión de la materia debatida en autos, resulta conveniente efectuar un repaso de las actuaciones administrativas que culminaron con la aplicación de la sanción de arresto declarada ilegítima por el Tribunal a-quo. Así, de las mismas se desprende que:----------------------------------


a) El Jefe de Policía por Memorandum Número 043 dispuso el pase del Oficial Principal Raúl Jesús Rothlisberger de la División Patrulla Aérea -Jefatura de Policía- al Cuerpo de Consignas y Vigilancias -Dirección de Unidades Especiales- (cfr. fol. 20 del Expediente Administrativo Nro. 0002-24858/02).-----


b) El actor interpuso recurso de reconsideración en contra de dicho pase en el mes de enero de dos mil dos por considerar que dicho acto le causaba un grave daño a su persona, en tanto que le “...perjudica económicamente ya que dejaré de percibir el sumplemento por actividad riesgosa que me correspondía como piloto de helicóptero de la División Patrilla Aérea y, en especial, me daña moralmente ya que se me aleja de una actividad altamente especializada para la que me encontraba y encuentro plenamente capacitado. Por ello, y sin que ello implique menoscabar la autoridad del señor Jefe, creo que el pase objeto del presente no responde a necesidad alguna del servicio sino que persigue un fin sancionatorio, que vicia la motivación del mismo” (cfr. fol. 7 del expte. adm. cit.).--------------------------------------------------------------------------------------------


c) Por Resolución Número 27343/02 del trece de abril de dos mil dos, el Jefe de Policía no hizo lugar al recurso de reconsideración articulado por el actor y remitió a la Dirección de Asuntos Internos las actuaciones a los fines de establecer si de los términos vertidos en el recurso denegado surgía alguna conducta que vulnerara las normas del Régimen Disciplinario Policial (cfr. fol. 11 del expte. adm. cit.).---------------------------------------------------------------------


d) El Director de Asuntos Internos informó al Jefe de Policía que del recurso de reconsideración interpuesto por el actor se desprendían expresiones impertinentes e indebidas dirigidas hacia un superior (punto 5), por lo que el mismo incurrió en la comisión de una falta grave, tipificada en el artículo 15 inciso 10 del Reglamento del Régimen Disciplinario Policial, estimando procedente la aplicación directa de un correctivo disciplinario por vía de planilla de sanción en los términos del artículo 47 ib., la que según el artículo 33 ib. debe ser impuesta directamente cuando quien la constate fuese Oficial Superior o Jefe (cfr. fol. 12 del expte. adm. cit.).-----------------------------------------------------------


e) El Jefe de Departamento de Asesoramiento Letrado y Técnico informó al Señor Jefe del Cuerpo Consignas y Vigilancia y notificó al actor en los términos de los artículos 47 y 59 del Decreto Número 3727/90 que con fecha cuatro de junio de dos mil dos: “he impuesto al Oficial Principal RAUL JESÚS ROTHLISBERGER M.I. Nº 17.534.043, adscripto al numerario del Cuerpo Consignas y Vigilancias (D.U.E.), la sanción disciplinaria de cinco (5) DIAS DE ARRESTO, por hallarse incurso en infracción al Art. 15º Inc. 10º del R.R.D.P. (Dcto. 3727/90), para cumplimiento rigen las previsiones de los Artículos 19º y 20º del referido cuerpo normativo. CAUSA DE LA SANCIÓN. 2º. El causante con fecha 31-01-02 elevó nota al Señor Jefe de Policía de la Provincia, a través de Mesa General de Entrada y Salida interponiendo Recurso de Reconsideración contra el PASE de fecha 28-01 del Cte. mediante el cual el titular de la Repartición dispuso su cambio de destino de la Dirección Patrulla Aérea al Cuerpo Consignas y Vigilancia. En el punto 5º de la referida nota, el causante se expresó en términos inapropiados, formulando con ello observaciones indebidas y manifiestas a un superior, en este caso hacia la persona del Señor Jefe de Policía. 3. Interrogado sobre el particular, el causante manifestó: No reconoce la falta e interpondrá oportunamente el recurso correspondiente a la sanción objeto de la presente. De nota sin fecha. 4. En cuanto a sus antecedentes disciplinarios, en los últimos doce meses no registra sanción alguna, mereciendo de su superior el concepto funcional de Muy Bueno” (sic, cfr. fol. 14 del expte. adm. cit.).-------------------------------------------------------------------------------------

Conforme el artículo 47 del Decreto Número 3727/90: “Las faltas leves y graves se reprimen sin otra formalidad que la de notificar al sancionado, dejar constancia de ello y disponer lo necesario para su cumplimiento”.------------------

El artículo 59 ib., por su parte, establece: “Ninguna pena podrá imponerse sin ser oído previamente el acusado...”.------------------------------------


f) El actor interpuso recurso de reconsideración en contra de la sanción disciplinaria referenciada con fecha ocho de junio de dos mil dos (cfr. fols. 8/9 del Expediente Administrativo Nro. 0002-24986/2003, agregado como Folio Único 43 del Expediente Administrativo Nro. 0002-24858/2002), el cual fue desestimado por la Resolución Número 01/02 del Jefe de Departamento Asesoramiento Letrado y Técnico, confirmándose la aplicación de la misma por infracción al artículo 15 inciso 10 del Decreto Número 3727/90 (cfr. fols. 10/11 del expte. adm. cit.).-------------------------------------------------------------------------


g) El Señor Raúl Jesús Rothlisberger interpuso recurso de apelación en contra de la anterior resolución el quince de julio de dos mil dos (cfr. fols. 13/14 del expte. adm. cit.), el que fue denegado por la Resolución del Jefe de Policía Número 28.170 del veinticinco de septiembre de dos mil dos (cfr. fol. 16 y vta. del expte. adm. cit.). Contra dicha resolución el actor interpuso recurso jerárquico con fecha dos de octubre del mismo año (cfr. fols. 2/3vta. del expediente administrativo citado), que fue rechazado por la Resolución del Ministro de Seguridad Número 302 de fecha treinta de diciembre de dos mil tres (cfr. fol. 48 y vta. del Expediente Administrativo Número 0002-24858/2002).-------------------


8.- Ingresando al análisis del recurso de apelación presentado por la demandada, la misma denuncia que no existió por parte de la Juzgadora una valoración suficiente de las constancias y pruebas rendidas en autos, ya que insiste que los términos utilizados en el recurso de reconsideración y por los cuales fue sancionado el actor, implicaron discutir una orden, constituyeron una falta de respeto y desobediencia a la superioridad y afectaron la buena marcha o unidad del servicio. Por otro lado, afirma que al aplicar la sanción de arresto se procedió conforme lo autoriza el artículo 47 del Decreto Número 3727/90 -notificación al sancionado, dejando constancia de ello y disponiendo lo necesario para el cumplimiento-, por lo que su accionar se ajustó a la normativa aplicable.--


9.- Con relación a la materia de agravio, cabe recordar que la imposición de una sanción presupone el respeto ineludible del principio fundamental del debido proceso -descargo o sumario, según el caso- (cfr. doctrina de esta Sala: Sentencias Nro. 12/1996, “Esteban, Elsa E. c/...”; Nro. 203/1999 “Rius, Guillermo Clemente c/...”; Nro. 111/2000, “Bianchi, Víctor Hugo c/...”; Nro. 116/2000, “Medina de Mentasti, Julia Elena c/...”; Nro. 102/2001, “Benassi, Ruben Darío c/...”; Nro.  154/2001, “Ravagnani, Jorge Alberto c/...”; Nro. 165/2001, “Diaz, Realdo Néstor c/...”; Nro. 173/2001, “Iachin, William Fernando c/...”; Nro. 199/2001, “Medina, Adelki Omar c/...”; Nro. 51/2002, “Reyeros, Rafael C. c/...”; Nro. 11/2005, “Binda La Spina, Mercedes Francisca c/...”; Nro. 50/2005, “Godoy, Jorge Dante c/...”; Nro. 37/2007, “Ardanaz, Gabriela Irene c/...”, entre otras).----------------------------------------------------------------------------


Si el procedimiento administrativo constituye siempre una garantía jurídica, este carácter adquiere especial importancia cuando se trata del trámite cuyo objeto es la imposición de una sanción administrativa. En efecto, la Administración no puede sancionar sin la previa instrucción de un procedimiento encaminado a comprobar la infracción que respete el principio axiológico fundamental del debido proceso adjetivo del artículo 18 de la Constitución Nacional, artículos 5 y 9 de la anterior Constitución de Córdoba y artículo 23 inciso 13 de la actual.------------------------------------------------------------------------


La circunstancia de que las normas estatutarias autoricen la aplicación de sanciones menores sin sumario previo en los casos de fácil acreditación objetiva de la falta imputada o de leves infracciones, no empece la inclaudicable obligación de resguardar el derecho de defensa a través del descargo, exista o no una norma que expresamente lo establezca, ya que aún en ausencia de ella, el debido proceso constituye un principio constitucional de obligatorio acatamiento.----------------------------------------------------------------------------------


El descargo presupone un procedimiento reducido tendiente a tutelar el derecho de defensa y a facilitar nuevos elementos de juicio a la Administración. Empero, si bien no requiere la formalidad propia del procedimiento sumarial, sin embargo, debe resguardar aunque mínimamente, el cumplimiento de los siguientes aspectos: derecho a ser oído, a ofrecer y producir prueba y a una decisión fundada. Todo ello en el marco sumarísimo que la naturaleza de ese trámite implica.-------------------------------------------------------------------------------


La audiencia previa del administrado como presupuesto inexcusable de juridicidad del acto sancionatorio, tal como entendió el Tribunal a-quo, no se cumple con el procedimiento actuado en autos, donde el Jefe del Departamento Asesoramiento Letrado y Técnico se limitó a notificar al actor en los términos del artículo 47 del Decreto Número 3727/90 la sanción de arresto por cinco días que le fuera impuesta por haber infringido el artículo 15 inciso 10 ib. (cfr. fol. 7 del Expediente Administrativo Nro. 0002-24986/2003, agregado como Folio Único 43 del Expediente Administrativo Nro. 0002-24858/2002).---------------------------


Ese procedimiento no contiene una concreción de la acusación formulada contra el oficial inculpado, en la que se deje constancia de los hechos imputados como configuradores de una presunta falta administrativa merecedora de la sanción consiguiente, ni tampoco puede ser razonablemente asimilable al formal descargo por escrito que confiera al interesado la oportunidad de alegar todas las razones que estime necesarias para su defensa, a las que podrá añadir el ofrecimiento de las pruebas que sean conducentes.-------------------------------------


En el caso de autos no se cumplen los estándares mínimos que impone el principio del debido proceso objetivo (art. 8 de la Ley 6658) con relación a la formulación de la acusación por la Administración y el correlativo derecho de formal descargo a favor del agente imputado, como instrumentos jurídicos idóneos que garanticen sin cortapisas el pleno ejercicio del derecho de defensa (arts. 18 de la Constitución Nacional y 19.9, 39 y 40 de la Constitución Provincial) y la exclusión de toda hipótesis de arbitraria situación de indefensión.-----------------------------------------------------------------------------------


Como correctamente lo ha señalado el fallo apelado, de las constancias del Expediente Administrativo Número 0002-24858/02 y sus acumulados, surge que al actor no se le imputó falta disciplinaria determinada, ni se le permitió formular el pertinente descargo por escrito ni ofrecer prueba en forma previa a la imposición de la sanción. Tal transgresión fulmina la juridicidad del acto impugnado por cuanto se ha contrariado el orden jurídico vigente por violación de los principios que informan el procedimiento para su dictado (Gordillo, A., “Tratado de Derecho Administrativo”, T. II-B, págs. 332 y ss.; Fiorini B., “Derecho Administrativo”, T. I, págs. 511 y ss.; Zanobini, G., “Curso de Derecho Administrativo”, T. I., págs. 400 y ss. y Sandulli, A., “Manuale de diritto amministrativo”, págs. 470 y ss.).---------------------------------------------------------


10.- Por otro lado y sin perjuicio de que las consideraciones efectuadas precedentemente son suficientes para declarar la nulidad de los actos impugnados, cabe señalar que tampoco asiste razón a la demandada cuando insiste en que resultaba ajustada a derecho la sanción aplicada al actor por haber efectuado “observaciones indebidas, manifestadas al superior” (artículo 15 inciso 10 del Decreto Nro. 3727/90), por cuanto, tal como manifestó la Doctora Pilar Suárez Ábalos en su voto, las manifestaciones vertidas en el recurso que motivó la sanción aplicada “...en modo alguno pudo constituir una falta estatutaria como lo ha interpretado la Administración, atento que las expresiones utilizadas en el escrito resultaron respetuosas, habiéndose señalado en qué consistía el vicio que a criterio del actor, padecía el acto”.------------------

“El carácter de impugnabilidad del acto administrativo no puede ser suprimido por la Administración, olvidando, además, que otro de sus caracteres, la presunción de legitimidad, opera juris tantum”.-------------------------------------


“El actor ejerció su derecho a recurrir un acto que lo agraviaba, efectuando, sí, observaciones manifiestas -por imperio legal-, que sin embargo no resultaban indebidas o inapropiadas, en tanto señalaban, reiterio, el vicio que a su criterio la decisión contenía, objetivamente, en búsqueda de su revocación.------------------------------------------------------------------------------------

Ello no pudo constituir un cuestionamiento a la autoridad del Sr. Jefe de Policía o de la fuerza policial, pues de admitirse tal criterio, se verían enervadas las facultades recursivas de los agentes, como consecuencia de una subjetiva interpretación, que dejaría sujeta la suerte de aquellos al mayor o menor grado de susceptibilidad de las autoridades policiales. ...” (cfr. fs. 73vta.).----------------


En efecto, de la lectura del escrito recursivo del accionante obrante al folio 7 del Expediente Administrativo Número 0002-24858/02 no se desprende una “falta de respeto y desobediencia a la superioridad” que afecte “la buena marcha o unidad del servicio público” tal como manifiesta la accionada (cfr. fs. 86vta.), sino que traduce el razonable ejercicio de su derecho de defensa, el cual se vería seriamente cercenado si se admitiera la legalidad de la sanción impugnada.-----------------------------------------------------------------------------------


Por lo demás, la demandada no ha rebatido las premisas sobre las cuales se sustenta la sentencia apelada en el sentido que el debido proceso adjetivo está garantizado en el régimen policial “...porque existen las normas previstas en los arts. 59 a 61 R.R.D.P. que ya he analizado y que resultan claras y precisas. Y que, fundamentalmente, se sujetan claramente a las exigencias constitucionales. En definitiva, la legitimidad del sistema deviene de lo dispuesto por la ley 6702 en su art. 106 in fine, y, reitero, de los artículos 59 a 61 del R.R.D.P. que reglamentan adecuadamente al primero. ...” (cfr. fs. 71).-----------------------------

11.- En definitiva, las conclusiones referidas en los puntos precedentes, que ratifican la sentencia apelada, fluyen de los principios de juridicidad expresamente condensados a nivel constitucional. El obrar de la Administración está condicionado a que su actividad se ejercite dentro de límites razonables, de modo que no se vulneren las garantías y derechos constitucionales, sin debilitar ni alterar los mismos, para que la Constitución sea una “verdad aplicada y no una superstición explotada” como sabiamente dijo el ilustre cordobés Ramón CARCANO (cfr. Sent. Nro. 12/1996, “Esteban, Elsa E. c/...”).-----------------------


Sólo así la actuación de los organismos administrativos y judiciales podrán tener una doble fuerza de convicción: legalidad y razonabilidad. La primera, a través del correcto encuadre normativo de la cuestión. La segunda, por medio de una vivencia de justicia.--------------------------------------------------------


12.- En mérito a los argumentos que anteceden y las premisas sentadas a través de su desarrollo, voto en sentido adverso a la pretensión recursiva.----------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------


Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.-----------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA ESTHER CAFURE DE BATTISTELLI, DIJO:---------


Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal de primer voto, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.----------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------

Corresponde: I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la demandada (fs. 80) en contra de la Sentencia Número Doscientos siete, dictada el trece de diciembre de dos mil seis por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación (fs. 62/78vta.) y, en consecuencia, confirmar la misma en todos sus términos, con costas (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).-----------------------------------------------------------------

II) Disponer que los honorarios de los letrados intervinientes Doctores Jorge Horacio Gentile, Romina Patricia Verri y Mariana Torres -parte actora-, por los trabajos efectuados en esta instancia, sean regulados por el Tribunal          a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 25, Ley 8226), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 25 bis ib., en el treinta y tres por ciento (33%) del mínimo de la escala del artículo 34 de la Ley Arancelaria (art. 37 ib.), teniendo en cuenta las pautas establecidas en el artículo 29 ib..------------------------------------------------------------------------------------------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------

Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.----------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA ESTHER CAFURE DE BATTISTELLI, DIJO:---------

Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.-----------------------------------------------------------------------------------

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,------

RESUELVE:--------------------------------------------------------------------------------

I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la demandada      (fs. 80) en contra de la Sentencia Número Doscientos siete, dictada el trece de diciembre de dos mil seis por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación (fs. 62/78vta.) y, en consecuencia, confirmar la misma en todos sus términos, con costas (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).------------------------------------------------------------------------------

II) Disponer que los honorarios de los letrados intervinientes Doctores Jorge Horacio Gentile, Romina Patricia Verri y Mariana Torres -parte actora-, por los trabajos efectuados en esta instancia, sean regulados por el Tribunal               a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 25, Ley 8226), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 25 bis ib., en el treinta y tres por ciento (33%) del mínimo de la escala del artículo 34 de la Ley Arancelaria (art. 37 ib.), teniendo en cuenta las pautas establecidas en el artículo 29 ib..------------------------------------------------------------------------------------------


Protocolizar, dar copia y bajar.-

VOCALES: DRES. SESIN –TARDITTI – CAFURE DE BATTISTELLI.
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